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Procedimiento tributario. Sistema de Identificación Nacional Tributario y Social. Obligaciones de información y colaboración. Administración Federal de Ingresos Públicos. Información. Requerimiento. Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal.

Señor secretario de Asuntos Registrales
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos:

Se le consulta a esta Procuración del Tesoro de la Nación si la Administración Federal de Ingresos Públicos está facultada para solicitar información, atinente a sus funciones, al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal en forma directa, y si éste está obligado a proporcionársela de la misma manera, o si el Registro debe entregar la información requerida al Sistema de Identificación Nacional Tributario y Social, y éste, a su vez, dársela a la Administración Federal de Ingresos Públicos.

I. Normas
Reseñaré a continuación, las partes que aquí interesan de las normas que tienen vinculación con la cuestión planteada.

1.1. La Ley de Procedimiento Tributario 11.683 (B.O.: 12/1/33) y sus modificatorias, texto ordenado por el Dto. 821/98 (B.O.: 20/7/98) –a la que de ahora en más llamaré solamente. Ley 11.683–, establece, en su art. 107, lo siguiente:

a) En el primer párrafo, que los organismos y entes estatales tienen la obligación de suministrarle a la Administración Federal de Ingresos Públicos (en adelante, A.F.I.P.) todas las informaciones que se les requieran para facilitar la determinación y percepción de los gravámenes a cargo de aquélla.

b) En el segundo párrafo –añadido por la Ley de Reforma Tributaria 25.239 (B.O.: 31/12/99)–, que las solicitudes de informes sobre personas, físicas o jurídicas, cursadas por la A.F.I.P., podrán hacerse utilizando sistemas y medios de comunicación informáticos.

c) En el tercer párrafo, que la información que pida la A.F.I.P. no podrá denegarse invocando lo dispuesto en leyes, cartas orgánicas o reglamentaciones que hayan creado a los organismos o entes estatales obligados, o que rijan su funcionamiento.

d) En el cuarto párrafo, que los funcionarios deben facilitar la colaboración que con el mismo objeto se les requiera, bajo pena de las sanciones que pudieran corresponder.

1.2. El Dto. 1.108/98 (B.O.: 25/9/98) dispone que los organismos y entes estatales que se mencionan en la planilla anexa a su art. 1 –entre los que está el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal– deberán evacuar en el término de diez días las solicitudes de información que les formulen los funcionarios competentes que designe la A.F.I.P., sobre titularidad y condiciones de la inscripción y sobre gravámenes que afecten a los actos, bienes o derechos registrados; y que la expedición de esos datos no podrá demorarse, restringirse, limitarse o suspenderse por la aplicación de normas administrativas (v. arts. 1, 2 y 3).

2.1. Por medio del Dto. 812/98 (B.O.: 16/7/98) se creó el Sistema de Identificación Nacional Tributario y Social (en adelante, SINTyS), destinado a coordinar los datos registrados y a registrarse en las distintas bases de datos nacionales existentes, a fin de efectuar una identificación tributaria y social uniforme y homogénea de las personas físicas y jurídicas (v. art. 1).

2.2. La Ley 25.345 (B.O.: 17/11/00) preceptúa lo siguiente:

a) En su art. 32 ratifica la creación del SINTyS.

b) En su art. 35, que el SINTyS se integrará con la información proveniente de una serie de organismos, entre los que se incluye a la A.F.I.P. y al Registro de la Propiedad Inmueble.

c) En su art. 36, que la Jefatura de Gabinete de Ministros, como órgano rector del Sistema, establecerá las pautas y los estándares técnicos necesarios para posibilitar el intercambio y cruzamiento de datos entre los organismos estatales mencionados en el art. 35.

2.3. A través del Dto. 357/02 (B.O.: 22/2/02) se creó, en el ámbito de la Presidencia de la Nación, el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, con el objeto de planificar y coordinar la política social nacional (v. art. 4). Por el art. 13 de este decreto se transfirió al SINTyS a la órbita del referido Consejo.

Posteriormente, el Dto. 1.195/02 (B.O.: 8/7/02) puso al SINTyS bajo la dirección de la Unidad de Coordinación Técnica del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales de la Presidencia de la Nación –v. Anexo II, inc. c)–.

II. Hechos y antecedentes
1. La A.F.I.P. le solicitó al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal que le brindara determinados datos sobre inmuebles y sobre sus propietarios al 31 de diciembre de 2008 y de 2009 (v. fs. 3, 4/10 y 11).

2.1. A f. 12, la Dirección General del Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal respondió que la información que le había requerido la A.F.I.P. se la había suministrado al SINTyS, y que aquélla debía dirigirse a éste para obtenerla, porque, en virtud de la normativa vigente, no correspondía que el registro se la entregara en forma directa a la A.F.I.P.

2.2. Además, la referida Dirección General acompañó en copia autenticada una serie de notas e informes que dan cuenta de su postura, de la del SINTyS y de la del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales en esta materia (v. fs. 41/42, 43/49, 50/60, 69/71 y 72/73), que paso a resumir:

a) Dado que el SINTyS coordina el intercambio de información entre los órganos del Estado, éstos deben acceder a la que obra en otros organismos estatales a través de él.

En consecuencia, la A.F.I.P. tiene que acudir al SINTyS para recibir la información en poder del Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, que, por imperativo legal, integra sus bases de datos al SINTyS.

b) De acuerdo con el segundo párrafo del art. 107 de la Ley 11.683, la A.F.I.P. sólo puede solicitarle al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal información individual sobre las personas, y no global e indeterminada.

3. A f. 85, la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos (actual Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) compartió un dictamen del servicio jurídico del anterior Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (actual Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) emitido en 2005 con relación a un problema prácticamente igual al de autos /que acompañó en copia autenticada a fs. 75/84, en el cual se expresó que:

a) El Dto. 812/98 /por el que se había creado el SINTyS no había alterado la competencia de la A.F.I.P. que emerge del primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683, posteriormente corroborada por el Dto. 1.108/98.

b) La Ley 25.345 había ratificado la creación del SINTyS sin ampliar los cometidos y atribuciones otorgados a aquél por el Dto. 812/98.

c) La A.F.I.P. no había perdido su facultad de requerir información con sustento en el primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683 –es decir, mediante solicitud directa a otros organismos–, puesto que dicho artículo no había sido derogado expresamente, y porque las Leyes 11.683 y 25.345 se referían a distintos ámbitos de competencia.

En efecto, el art. 107 de la Ley 11.683 había dotado a la A.F.I.P. de herramientas para determinar y percibir los gravámenes a su cargo, mientras que el Dto. 812/98 había creado al SINTyS para coordinar datos a fin de efectuar una identificación tributaria y social uniforme y homogénea de las personas.

d) El primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683 tampoco había sido derogado tácitamente, ya que esta Procuración del Tesoro, la doctrina y la jurisprudencia habían sostenido que la derogación tácita solamente es admisible cuando existe una contradicción o una incompatibilidad manifiestas entre normas sucesivas.

e) Por lo expuesto, no existía base legal para que el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal se rehusara a' darle directamente a la A.F.I.P. la información que ésta le había requerido.

f) De otro lado, no cabía interpretar el segundo párrafo del art. 107 de la Ley 11.683, en el sentido de que se refería únicamente a personas individualizadas.

4. A fs. 89/91, la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas entendió que:

a) Con arreglo al primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683, los organismos de la Administración Pública Nacional están obligados a facilitarle a la A.F.I.P. en forma directa todas las informaciones que dicho organismo les solicite.

b) Las normas relativas al SINTyS no habían modificado, reglamentado o limitado a la Ley 11.683, ni a las facultades conferidas por esa ley a la A.F.I.P.

c) Además, era el SINTyS el que se nutría de los datos que le proporcionaban la A.F.I.P. y otros organismos, y no a la inversa.

d) El segundo párrafo del art. 107 de la. Ley 11.683 no hace distingo alguno respecto de si los informes sobre personas deben referirse a una persona en particular, a varias, o a una generalidad.

e) En conclusión, la A.F.I.P. estaba autorizada para solicitarle información en forma directa al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal.

5. A fs. 94/97, la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Asuntos Legales de la Secretaría Legal y Técnica de la Presidencia de la Nación consideró que:

a) Si bien el SINTyS aglutina datos tributarios de las personas –aportados, entre otros, por la A.F.I.P. y por el Registro de la Propiedad Inmueble–, el hecho que un organismo le entregara información al SINTyS, no era óbice para que ese mismo organismo debiera proporcionársela también a otros.

b) Esta Procuración del Tesoro y la jurisprudencia habían sostenido que la derogación tácita de normas jurídicas no se presumía, y que sólo procedía si se daba una contradicción o una incompatibilidad manifiestas entre dos normas sucesivas, a tal punto que fuera imposible aplicar simultáneamente la anterior y la posterior.

c) En consecuencia, dado que la Ley 11.683 no había sido modificada ni derogada por la creación del SINTyS, cabría, en principio, que el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal le remitiera a la A.F.I.P. la información pedida por ésta.

6. Finalmente, a f. 101 se solicitó la intervención de esta Procuración del Tesoro de la Nación.

III. Opinión
1. Creo conveniente comenzar mi análisis recordando nuevamente las principales disposiciones jurídicas en juego:

a) El primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683 obliga a los organismos y entes estatales a suministrarle a la A.F.I.P., todas las informaciones que ésta les solicite para facilitar la determinación y percepción de los gravámenes a su cargo.

El Dto. 1.108/98 dispone que el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal y otros organismos estatales deben evacuar en diez días las solicitudes de información sobre la titularidad y las condiciones de la inscripción que les formulen los funcionarios competentes que designe la A.F.I.P.

b) El Dto. 812/98 creó el SINTyS con el objeto de que coordine los datos de las distintas bases nacionales para realizar una identificación tributaria y social uniforme y homogénea de las personas.

La Ley 25.345 ratificó la creación del SINTyS, e indicó que éste se integrará con la información proveniente de una serie de organismos –entre ellos, la A.F.I.P. y el Registro de la Propiedad Inmueble– y que la Jefatura de Gabinete de Ministros establecerá las pautas y los estándares técnicos necesarios para posibilitar el intercambio y cruzamiento de datos entre los organismos estatales.

2.1. Así las cosas, observo que las normas referidas al SINTyS –el Dto. 812/98 y la Ley 25.345– no derogaron ni modificaron expresamente el primer párrafo del art. 107 de la Ley 11.683 (el Dto. 812/98 no podría haberlo hecho, por ser una norma de jerarquía inferior a la ley).

Y, según mi parecer, tampoco lo derogaron o modificaron tácitamente (lo que tampoco habría sido procedente por medio de un decreto), ya que ambos regímenes se refieren a cuestiones diferentes a las que regula aquel artículo.

En efecto, por el Dto. 812/98 se creó al SINTyS para que coordine los datos de las bases nacionales, a fin de llevar a cabo una identificación tributaria y social homogénea de las personas, misión ésta que no se superpone con las competencias de la A.F.I.P. ni las afecta.

En suma, la subsistencia y la vigencia del art. 107 de la Ley 11.683 están, a mi juicio, fuera de duda. Más aún, la prerrogativa instituida en su primer párrafo a favor de la A.F.I.P. ha sido confirmada y reforzada por el Dto. 1.108/98.

2.2. Advierto, además, que el Dto. 812/98 y la Ley 25.345, no le atribuyen al SINTyS la función intermediadora que ha asumido en el caso, cual es la de recibir la información que la A.F.I.P. le pidió al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal para luego dársela al ente recaudador.

2.3. Como conclusión de lo hasta aquí expuesto, considero que la A.F.I.P. está facultada por el art. 107 de la Ley 11.683 y por el Dto. 1.108/98 para solicitarle información atinente a sus funciones en forma directa al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, y que éste está obligado a proporcionársela de la misma manera.

2.4. Por cierto, lo antedicho no obsta a que la A.F.I.P. pueda aceptar, si así lo decide, que el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal le entregue la información al SINTyS para que éste, a su vez, se la de a la A.F.I.P.

3. En cuanto a la información relativa a personas que la A.F.I.P. le pidió al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, cabe rememorar que el segundo párrafo del art. 107 de la Ley 11.683 dispone que las solicitudes de informes sobre personas cursadas por la AFIP podrán hacerse a través de sistemas y medios de comunicación informáticos.

Dado que esta norma no especifica que esa información deba versar exclusivamente sobre personas individualizadas, ni prohíbe que abarque un conjunto indeterminado de personas, estimo que es válido inferir que la A.F.I.P. está autorizada a solicitar esos informes de cualquiera de las dos formas.

IV. Conclusiones
Concluyo, en definitiva, que:

a) La A.F.I.P. tiene la potestad de requerirle directamente al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, información sobre un universo indeterminado de personas, en los términos del art. 107 de la Ley 11.683 y del Dto. 1.108/98.

b) El Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal está obligado a entregársela, también en forma directa y con sujeción a dichas normas.

Así opino.

